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Han transcurrido más de cien años desde que fue publicada la “Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, que reforma la de 5 de febrero de 
1857”, en el que entonces se denominó Diario Oficial, órgano del gobierno provi-
sional de la república mexicana, la cual en realidad vino a ser un ordenamiento 
distinto en su totalidad a la Constitución Política de 1857; fue una norma 
que contó con mayor aceptación que su antecesora, dado que, según Víctor 
Niemeyer “A diferencia de los reformadores de 1857, que primero redactaron 
una constitución y después defendieron sus principios liberales en el campo 
de batalla, los revolucionarios de principios del siglo XX, primero lucharon y 
después redactaron una nueva ley de la tierra: la Constitución de 1917. En un 
verdadero sentido, este documento legalizó la Revolución mexicana”.

La Constitución que nos rige ha sido objeto de 255 reformas, y vale la 
pena recordar que sólo permanecen intocados 18 de sus preceptos de 1917, 
de los cuales conviene destacar los que se refieren al derecho de petición; al 
derecho de asociación; a la garantía de no ser juzgado bajo leyes privativas 
ni por tribunales especiales; al sistema bicameral en el Poder Legislativo; al 
establecimiento del sistema presidencial; a la prohibición para las entidades 
federativas de imponer contribuciones sobre exportaciones, tener tropa o 
entablar guerra con países extranjeros.

A pesar de que se han modificado 118 de los 136 artículos de la norma 
fundamental, y que en diversas ocasiones las reformas a su texto han sido el 
punto de partida para hacer cambios políticos e ideológicos fundamentales 
en la conducción del país –baste tan sólo pensar en las reformas que ha tenido 
el artículo 27 en relación con la nacionalización de bienes, o el artículo 130, 
sobre el reconocimiento de personalidad jurídica a las asociaciones religio-
sas y el derecho al voto de los ministros de culto–, esencialmente la configura-
ción pública de la nación sigue siendo fiel a sus principios de 1917 e incluso 
de 1857, como lo es la forma de Gobierno en tanto república representativa, 
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la división de poderes o el federalismo, o hasta podría citarse la subsistencia 
de una institución tan relevante como el juicio de amparo.

De las reformas que se han aprobado en los últimos dos años, destaca 

la realizada el 6 de junio de 2023, con objeto de disminuir la edad requerida 

para ser diputado y secretario de Estado, de veintiún y treinta años a diecio-

cho y veinticinco, respectivamente.

La reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación, el 29 de mayo 

del mismo año, a partir de la cual se mencionan diversos delitos, como aque-

llos que atentan contra la libertad sexual o el desarrollo psicosexual, la vio-

lencia familiar, entre otros, o la declaración de una persona como deudora 

alimentaria, lo cual dará lugar a la suspensión de la ciudadanía y, además, 

será impedimento para ocupar cualquier cargo público. 

El 18 de noviembre de 2022 fue reformado el artículo quinto transito-

rio del decreto publicado el 26 de marzo de 2019 (el cual reformó entre otros 

al artículo 21 constitucional), para ampliar de cinco a nueve años el tiempo 

que el Presidente de la república “podrá disponer de la Fuerza Armada per-

manente en tareas de seguridad pública de manera extraordinaria, regulada, 

fiscalizada, subordinada y complementaria”.

Mediante reforma de fecha de 17 mayo de 2021, el artículo 74, fracción 

IV, estableció que no podrá haber partidas secretas en el presupuesto. En esa 

misma fecha se modificó el artículo 30, para disponer que “Son mexicanos 

por nacimiento”, quienes nazcan en el extranjero y sean hijos de madre o pa-

dre mexicanos, sin necesidad de que alguno de los ascendientes haya nacido 

en territorio mexicano, lo cual sí era requisito para obtener la nacionalidad 

antes de la reforma. 

El día 11 del mismo mes y año se efectuó una reforma al artículo 94 que 

se refiere al Poder Judicial de la Federación; entre las adecuaciones al texto 

resalta la instalación de los plenos regionales, los tribunales colegiados de 

apelación que reemplazaron a los tribunales unitarios de circuito, y lo rela-

tivo al sistema de precedentes obligatorios tratándose de las resoluciones 

sostenidas por ocho votos o por cuatro, según corresponda al Pleno o a las 
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salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Igualmente, se precisaron 
diversos lineamientos para implementar la carrera judicial.

A partir de la reforma publicada el 19 de febrero de 2021 se ampliaron 
los supuestos por los cuales puede ser juzgado el Presidente de la república, 
ya que al modificarse el artículo 108, “podrá ser imputado y juzgado por trai-
ción a la patria, hechos de corrupción, delitos electorales y todos aquellos 
delitos por los que podría ser enjuiciado cualquier ciudadano o ciudadana”.  

Es así como, hecho un recuento de algunas de las reformas recientes 
a la Constitución, se podrá tener una noción del camino que ha seguido el 
Poder Reformador del máximo ordenamiento en los últimos años, acorde a 
los principios políticos y sociales que imperan entre los representantes po-
pulares en el país.

Es importante destacar que la consulta de este ordenamiento es frecuen-
te entre quienes se dedican a la delicada tarea de dictar una sentencia como 
parte de la función jurisdiccional, al igual que entre abogadas y abogados li-
tigantes, pero también se trata de la norma jurídica que mayor interés recibe 
por parte de la ciudadanía. Por ello, la necesidad de llevar a cabo su difusión, 
y qué mejor que en un formato como el que ahora se publica a través de la 
Dirección General de Anales de Jurisprudencia y Boletín Judicial, en versión 
tematizada que incluye correlación, voces temáticas por precepto, índices ar-
ticular y analítico, así como fechas de reforma a cada disposición. 

Doctor Rafael Guerra Álvarez
Magistrado Presidente del Poder Judicial 

de la Ciudad de México

Ciudad de México, octubre de 2023
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El C. Primer Jefe del Ejército Constitucionalista, Encargado del Poder Ejecutivo de la 

Nación, con esta fecha se ha servido dirigirme el siguiente decreto:

VENUSTIANO CARRANZA, Primer Jefe del Ejército Constitucionalista, Encargado 

del Poder Ejecutivo de los Estados Unidos Mexicanos, hago saber:

Que el Congreso Constituyente reunido en esta ciudad el 1o. de diciembre de 1916, 

en virtud del decreto de convocatoria de 19 de septiembre del mismo año, expedido 

por la Primera Jefatura, de conformidad con lo prevenido en el artículo 4o. de las 

modificaciones que el 14 del citado mes se hicieron al decreto de 12 de diciembre de 

1914, dado en la H. Veracruz, adicionando el Plan de Guadalupe, de 26 de marzo de 

1913, ha tenido a bien expedir la siguiente:
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TÍTULO PRIMERO

Capítulo I
De los Derechos Humanos y sus Garantías

1 En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los dere-
chos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados inter-

nacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías 
para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo 
en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece. 

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de con-
formidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la ma-
teria favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obli-
gación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos 
de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, 
investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los 
términos que establezca la ley.

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los escla-
vos del extranjero que entren al territorio nacional alcanzarán, por este solo 
hecho, su libertad y la protección de las leyes.

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o 
nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condi-
ciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado 
civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por obje-
to anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.

2 La Nación Mexicana es única e indivisible.
La Nación tiene una composición pluricultural sustentada originalmen-

te en sus pueblos indígenas que son aquellos que descienden de poblaciones 
que habitaban en el territorio actual del país al iniciarse la colonización y que 
conservan sus propias instituciones sociales, económicas, culturales y políti-
cas, o parte de ellas.

La conciencia de su identidad indígena deberá ser criterio fundamental 
para determinar a quiénes se aplican las disposiciones sobre pueblos indígenas.

Son comunidades integrantes de un pueblo indígena, aquellas que for-
men una unidad social, económica y cultural, asentadas en un territorio y que 
reconocen autoridades propias de acuerdo con sus usos y costumbres.

•	 Derechos humanos y garantías 
para su protección 

•	 Interpretación conforme
•	 Prohibición de la esclavitud
•	 Dignidad humana 

2 Apartados A, F II, pfo. 5o., B, 
3-24, 29

•	 Nación única e indivisible
•	 Reconocimiento de los 

pueblos y comunidades 
indígenas y  afromexicanas

•	 Libre determinación y 
autonomía
3, 4 pfos. 1o., 4o., 16-18, 20, 25, 
27, 115 F V, inciso g), 116, 123

3



Poder Judicial de la  Ciudad de México
2

El derecho de los pueblos indígenas a la libre determinación se ejercerá 
en un marco constitucional de autonomía que asegure la unidad nacional. El 
reconocimiento de los pueblos y comunidades indígenas se hará en las cons-
tituciones y leyes de las entidades federativas, las que deberán tomar en cuen-
ta, además de los principios generales establecidos en los párrafos anteriores 
de este artículo, criterios etnolingüísticos y de asentamiento físico.

A. Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y 
las comunidades indígenas a la libre determinación y, en consecuencia, a la 
autonomía para:

I. 	 Decidir sus formas internas de convivencia y organización so-
cial, económica, política y cultural;

II. 	 Aplicar sus propios sistemas normativos en la regulación y solu-
ción de sus conflictos internos, sujetándose a los principios gene-
rales de esta Constitución, respetando las garantías individuales, 
los derechos humanos y, de manera relevante, la dignidad e inte-
gridad de las mujeres. La ley establecerá los casos y procedimien-
tos de validación por los jueces o tribunales correspondientes;

III. 	 Elegir de acuerdo con sus normas, procedimientos y prácticas 
tradicionales, a las autoridades o representantes para el ejerci-
cio de sus formas propias de gobierno interno, garantizando 
que las mujeres y los hombres indígenas disfrutarán y ejerce-
rán su derecho de votar y ser votados en condiciones de igual-
dad; así como a acceder y desempeñar los cargos públicos y de 
elección popular para los que hayan sido electos o designados, 
en un marco que respete el pacto federal, la soberanía de los 
Estados y la autonomía de la Ciudad de México. En ningún caso 
las prácticas comunitarias podrán limitar los derechos políti-
co-electorales de los y las ciudadanas en la elección de sus auto-
ridades municipales;

IV. 	 Preservar y enriquecer sus lenguas, conocimientos y todos los 
elementos que constituyan su cultura e identidad;

V. 	 Conservar y mejorar el hábitat y preservar la integridad de sus 
tierras en los términos establecidos en esta Constitución;

VI. 	 Acceder, con respeto a las formas y modalidades de propiedad y 
tenencia de la tierra establecidas en esta Constitución y a las leyes 
de la materia, así como a los derechos adquiridos por terceros o 
por integrantes de la comunidad, al uso y disfrute preferente 
de los recursos naturales de los lugares que habitan y ocupan 
las comunidades, salvo aquellos que corresponden a las áreas 
estratégicas, en términos de esta Constitución. Para estos efec-
tos las comunidades podrán asociarse en términos de ley;

4



5

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
2

VII. 	 Elegir, en los municipios con población indígena, representan-
tes ante los ayuntamientos, observando el principio de paridad 
de género conforme a las normas aplicables.

Las constituciones y leyes de las entidades federativas reconocerán y re-
gularán estos derechos en los municipios, con el propósito de fortalecer la 
participación y representación política de conformidad con sus tradiciones 
y normas internas;

VIII. 	 Acceder plenamente a la jurisdicción del Estado. Para garanti-
zar ese derecho, en todos los juicios y procedimientos en que 
sean parte, individual o colectivamente, se deberán tomar en 
cuenta sus costumbres y especificidades culturales respetan-
do los preceptos de esta Constitución. Los indígenas tienen en 
todo tiempo el derecho a ser asistidos por intérpretes y defen-
sores que tengan conocimiento de su lengua y cultura.

Las constituciones y leyes de las entidades federativas establecerán 
las características de libre determinación y autonomía que mejor expre-
sen las situaciones y aspiraciones de los pueblos indígenas en cada entidad, 
así como las normas para el reconocimiento de las comunidades indígenas 
como entidades de interés público.

B. La Federación, las entidades federativas y los Municipios, para pro-
mover la igualdad de oportunidades de los indígenas y eliminar cualquier 
práctica discriminatoria, establecerán las instituciones y determinarán las 
políticas necesarias para garantizar la vigencia de los derechos de los indíge-
nas y el desarrollo integral de sus pueblos y comunidades, las cuales deberán 
ser diseñadas y operadas conjuntamente con ellos.

Para abatir las carencias y rezagos que afectan a los pueblos y comuni-
dades indígenas, dichas autoridades, tienen la obligación de:

I. 	 Impulsar el desarrollo regional de las zonas indígenas con el 
propósito de fortalecer las economías locales y mejorar las con-
diciones de vida de sus pueblos, mediante acciones coordinadas 
entre los tres órdenes de gobierno, con la participación de las 
comunidades. Las autoridades municipales determinarán equi-
tativamente las asignaciones presupuestales que las comunida-
des administrarán directamente para fines específicos;

II. 	 Garantizar e incrementar los niveles de escolaridad, favore-
ciendo la educación bilingüe e intercultural, la alfabetización, 
la conclusión de la educación básica, la capacitación produc-
tiva y la educación media superior y superior. Establecer un 
sistema de becas para los estudiantes indígenas en todos los ni-
veles. Definir y desarrollar programas educativos de contenido 
regional que reconozcan la herencia cultural de sus pueblos, 
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de acuerdo con las leyes de la materia y en consulta con las co-
munidades indígenas. Impulsar el respeto y conocimiento de 
las diversas culturas existentes en la nación;

III. 	 Asegurar el acceso efectivo a los servicios de salud mediante la 
ampliación de la cobertura del sistema nacional, aprovechan-
do debidamente la medicina tradicional, así como apoyar la 
nutrición de los indígenas mediante programas de alimenta-
ción, en especial para la población infantil;

IV. 	 Mejorar las condiciones de las comunidades indígenas y de sus 
espacios para la convivencia y recreación, mediante acciones 
que faciliten el acceso al financiamiento público y privado para 
la construcción y mejoramiento de vivienda, así como ampliar 
la cobertura de los servicios sociales básicos;

V. 	 Propiciar la incorporación de las mujeres indígenas al desarro-
llo, mediante el apoyo a los proyectos productivos, la protec-
ción de su salud, el otorgamiento de estímulos para favorecer 
su educación y su participación en la toma de decisiones rela-
cionadas con la vida comunitaria;

VI. 	 Extender la red de comunicaciones que permita la integración 
de las comunidades, mediante la construcción y ampliación de 
vías de comunicación y telecomunicación. Establecer condi-
ciones para que los pueblos y las comunidades indígenas pue-
dan adquirir, operar y administrar medios de comunicación, 
en los términos que las leyes de la materia determinen;

VII. 	 Apoyar las actividades productivas y el desarrollo sustentable 
de las comunidades indígenas mediante acciones que permi-
tan alcanzar la suficiencia de sus ingresos económicos, la apli-
cación de estímulos para las inversiones públicas y privadas 
que propicien la creación de empleos, la incorporación de tec-
nologías para incrementar su propia capacidad productiva, así 
como para asegurar el acceso equitativo a los sistemas de abas-
to y comercialización;

VIII. 	 Establecer políticas sociales para proteger a los migrantes de 
los pueblos indígenas, tanto en el territorio nacional como 
en el extranjero, mediante acciones para garantizar los derechos 
laborales de los jornaleros agrícolas; mejorar las condiciones de 
salud de las mujeres; apoyar con programas especiales de edu-
cación y nutrición a niños y jóvenes de familias migrantes; velar 
por el respeto de sus derechos humanos y promover la difusión 
de sus culturas;
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IX. 	 Consultar a los pueblos indígenas en la elaboración del Plan Na-
cional de Desarrollo y de los planes de las entidades federativas, 
de los Municipios y, cuando proceda, de las demarcaciones te-
rritoriales de la Ciudad de México y, en su caso, incorporar las 
recomendaciones y propuestas que realicen.

Para garantizar el cumplimiento de las obligaciones señaladas en este apar-
tado, la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, las legislaturas de las 
entidades federativas y los ayuntamientos, en el ámbito de sus respectivas com-
petencias, establecerán las partidas específicas destinadas al cumplimiento de 
estas obligaciones en los presupuestos de egresos que aprueben, así como las 
formas y procedimientos para que las comunidades participen en el ejercicio y 
vigilancia de las mismas.

Sin perjuicio de los derechos aquí establecidos a favor de los indígenas, sus 
comunidades y pueblos, toda comunidad equiparable a aquéllos tendrá en lo 
conducente los mismos derechos tal y como lo establezca la ley.

C. Esta Constitución reconoce a los pueblos y comunidades afromexica-
nas, cualquiera que sea su autodenominación, como parte de la composición 
pluricultural de la Nación. Tendrán en lo conducente los derechos señalados 
en los apartados anteriores del presente artículo en los términos que esta-
blezcan las leyes, a fin de garantizar su libre determinación, autonomía, desa-
rrollo e inclusión social.

3 Toda persona tiene derecho a la educación. El Estado –Federación, Estados, 
Ciudad de México y Municipios– impartirá y garantizará la educación ini-

cial, preescolar, primaria, secundaria, media superior y superior. La educación 
inicial, preescolar, primaria y secundaria, conforman la educación básica; ésta 
y la media superior serán obligatorias, la educación superior lo será en térmi-
nos de la fracción X del presente artículo. La educación inicial es un derecho de 
la niñez y será responsabilidad del Estado concientizar sobre su importancia.

Corresponde al Estado la rectoría de la educación, la impartida por 
éste, además de obligatoria, será universal, inclusiva, pública, gratuita y laica.

Derogado.
La educación se basará en el respeto irrestricto de la dignidad de las 

personas, con un enfoque de derechos humanos y de igualdad sustantiva. 
Tenderá a desarrollar armónicamente todas las facultades del ser humano y 
fomentará en él, a la vez, el amor a la Patria, el respeto a todos los derechos, las 
libertades, la cultura de paz y la conciencia de la solidaridad internacional, 
en la independencia y en la justicia; promoverá la honestidad, los valores y la 
mejora continua del proceso de enseñanza aprendizaje.

El Estado priorizará el interés superior de niñas, niños, adolescentes y 
jóvenes en el acceso, permanencia y participación en los servicios educativos.

•	 Derecho a la educación 
universal, inclusiva, 
intercultural, pública, gratuita 
y laica

•	 Obligación del Estado de 
impartir y garantizar educación 
democrática y nacional a 
nivel básico, medio superior y 
superior

•	 Educación con enfoque de 
derechos humanos e igualdad 
sustantiva

•	 Elaboración de programas 
acordes a las realidades y 
contextos regionales y locales 
con perspectiva de género y 
orientación integral

•	 Educación pública y privada
•	 Libertad de enseñanza
•	 Autonomía de Universidades
•	 Profesionalización del 

magisterio a través del Sistema 
de Carrera para desempeñar 
funciones docentes, directivas 
o de supervisión

•	 Proceso de admisión, 
promoción y reconocimiento 
transparentes, equitativos e 
imparciales
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Las maestras y los maestros son agentes fundamentales del proceso 
educativo y, por tanto, se reconoce su contribución a la trasformación social. 
Tendrán derecho de acceder a un sistema integral de formación, de capacita-
ción y de actualización retroalimentado por evaluaciones diagnósticas, para 
cumplir los objetivos y propósitos del Sistema Educativo Nacional.

La ley establecerá las disposiciones del Sistema para la Carrera de las 
Maestras y los Maestros en sus funciones docente, directiva o de supervisión. 
Corresponderá a la Federación su rectoría y, en coordinación con las entida-
des federativas, su implementación, conforme a los criterios de la educación 
previstos en este artículo.

La admisión, promoción y reconocimiento del personal que ejerza la 
función docente, directiva o de supervisión, se realizará a través de procesos 
de selección a los que concurran los aspirantes en igualdad de condiciones 
y establecidos en la ley prevista en el párrafo anterior, los cuales serán públi-
cos, transparentes, equitativos e imparciales y considerarán los conocimien-
tos, aptitudes y experiencia necesarios para el aprendizaje y el desarrollo 
integral de los educandos. Los nombramientos derivados de estos procesos 
sólo se otorgarán en términos de dicha ley. Lo dispuesto en este párrafo en 
ningún caso afectará la permanencia de las maestras y los maestros en el ser-
vicio. A las instituciones a las que se refiere la fracción VII de este artículo no 
les serán aplicables estas disposiciones.

El Estado fortalecerá a las instituciones públicas de formación docente, de 
manera especial a las escuelas normales, en los términos que disponga la ley.

Los planteles educativos constituyen un espacio fundamental para el 
proceso de enseñanza aprendizaje. El Estado garantizará que los materiales 
didácticos, la infraestructura educativa, su mantenimiento y las condiciones 
del entorno, sean idóneos y contribuyan a los fines de la educación.

A fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en la fracción II de este ar-
tículo, el Ejecutivo Federal determinará los principios rectores y objetivos de 
la educación inicial, así como los planes y programas de estudio de la edu-
cación básica y normal en toda la República; para tal efecto, considerará la 
opinión de los gobiernos de las entidades federativas y de diversos actores 
sociales involucrados en la educación, así como el contenido de los proyec-
tos y programas educativos que contemplen las realidades y contextos, re-
gionales y locales.

Los planes y programas de estudio tendrán perspectiva de género y una 
orientación integral, por lo que se incluirá el conocimiento de las ciencias y 
humanidades: la enseñanza de las matemáticas, la lecto-escritura, la literaci-
dad, la historia, la geografía, el civismo, la filosofía, la tecnología, la innovación, 
las lenguas indígenas de nuestro país, las lenguas extranjeras, la educación fí-
sica, el deporte, las artes, en especial la música, la promoción de estilos de vida 

•	 Sistema Educativo Nacional 
con objetivos y propósitos de 
transformación de la educación

•	 Operatividad del Sistema 
Nacional de Mejora Continua 
de la Educación bajo los 
principios de independencia, 
transparencia, objetividad, 
pertenencia, diversidad e 
inclusión

•	 Órganos de Dirección del 
Sistema Nacional: Junta 
Directiva, Consejo Técnico 
de Educación y Consejo 
Ciudadano
1, 2, 5, 6, 15, 18, 24, 31 F I, 

73 Fs. XXV y XXIX-J, 115, 

116 pfo. 2o., 123-A
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saludables, la educación sexual y reproductiva y el cuidado al medio ambiente, 
entre otras.

I. 	 Garantizada por el artículo 24 la libertad de creencias, dicha 
educación será laica y, por tanto, se mantendrá por completo 
ajena a cualquier doctrina religiosa;

II. 	 El criterio que orientará a esa educación se basará en los resul-
tados del progreso científico, luchará contra la ignorancia y 
sus efectos, las servidumbres, los fanatismos y los prejuicios.

Además:
a) 	 Será democrático, considerando a la democracia no sola-

mente como una estructura jurídica y un régimen políti-
co, sino como un sistema de vida fundado en el constante 
mejoramiento económico, social y cultural del pueblo;

b) 	 Será nacional, en cuanto –sin hostilidades ni exclusivis-
mos– atenderá a la comprensión de nuestros problemas, 
al aprovechamiento de nuestros recursos, a la defensa 
de nuestra independencia política, al aseguramiento de 
nuestra independencia económica y a la continuidad y 
acrecentamiento de nuestra cultura;

c) 	 Contribuirá a la mejor convivencia humana, a fin de forta-
lecer el aprecio y respeto por la naturaleza, la diversidad 
cultural, la dignidad de la persona, la integridad de las 
familias, la convicción del interés general de la sociedad, 
los ideales de fraternidad e igualdad de derechos de to-
dos, evitando los privilegios de razas, de religión, de gru-
pos, de sexos o de individuos;

d) 	 Derogado;
e) 	 Será equitativo, para lo cual el Estado implementará me-

didas que favorezcan el ejercicio pleno del derecho a la 
educación de las personas y combatan las desigualdades 
socioeconómicas, regionales y de género en el acceso, 
tránsito y permanencia en los servicios educativos.

	 En las escuelas de educación básica de alta marginación, 
se impulsarán acciones que mejoren las condiciones 
de vida de los educandos, con énfasis en las de carácter 
alimentario. Asimismo, se respaldará a estudiantes en 
vulnerabilidad social, mediante el establecimiento de 
políticas incluyentes y transversales.

	 En educación para personas adultas, se aplicarán estrate-
gias que aseguren su derecho a ingresar a las instituciones 
educativas en sus distintos tipos y modalidades.
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	 En los pueblos y comunidades indígenas se impartirá 
educación plurilingüe e intercultural basada en el respe-
to, promoción y preservación del patrimonio histórico y 
cultural;

f) 	 Será inclusivo, al tomar en cuenta las diversas capacida-
des, circunstancias y necesidades de los educandos. Con 
base en el principio de accesibilidad se realizarán ajustes 
razonables y se implementarán medidas específicas con el 
objetivo de eliminar las barreras para el aprendizaje y la 
participación;

g) 	 Será intercultural, al promover la convivencia armónica 
entre personas y comunidades para el respeto y recono-
cimiento de sus diferencias y derechos, en un marco de 
inclusión social;

h) 	 Será integral, educará para la vida, con el objeto de desa-
rrollar en las personas capacidades cognitivas, socioemo-
cionales y físicas que les permitan alcanzar su bienestar, e

i) 	 Será de excelencia, entendida como el mejoramiento inte-
gral constante que promueve el máximo logro de aprendi-
zaje de los educandos, para el desarrollo de su pensamiento 
crítico y el fortalecimiento de los lazos entre escuela y co-
munidad.

III. 	 Derogada.
IV. 	 Toda la educación que el Estado imparta será gratuita;
V. 	 Toda persona tiene derecho a gozar de los beneficios del desarro-

llo de la ciencia y la innovación tecnológica. El Estado apoyará la 
investigación e innovación científica, humanística y tecnológi-
ca, y garantizará el acceso abierto a la información que derive de 
ella, para lo cual deberá proveer recursos y estímulos suficientes, 
conforme a las bases de coordinación, vinculación y participa-
ción que establezcan las leyes en la materia; además alentará el 
fortalecimiento y difusión de nuestra cultura;

VI. 	 Los particulares podrán impartir educación en todos sus tipos 
y modalidades. En los términos que establezca la ley, el Estado 
otorgará y retirará el reconocimiento de validez oficial a los es-
tudios que se realicen en planteles particulares. En el caso de la 
educación inicial, preescolar, primaria, secundaria y normal, los 
particulares deberán:
a) 	 Impartir la educación con apego a los mismos fines y cri-

terios que establece el párrafo cuarto, y la fracción II, así 
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como cumplir los planes y programas a que se refieren 
los párrafos décimo primero y décimo segundo, y

b) 	 Obtener previamente, en cada caso, la autorización ex-
presa del poder público, en los términos que establezca 
la ley.

VII. 	 Las universidades y las demás instituciones de educación su-
perior a las que la ley otorgue autonomía, tendrán la facultad 
y la responsabilidad de gobernarse a sí mismas; realizarán sus 
fines de educar, investigar y difundir la cultura de acuerdo con 
los principios de este artículo, respetando la libertad de cáte-
dra e investigación y de libre examen y discusión de las ideas; 
determinarán sus planes y programas; fijarán los términos de 
ingreso, promoción y permanencia de su personal académico; 
y administrarán su patrimonio. Las relaciones laborales, tanto 
del personal académico como del administrativo, se normarán 
por el apartado A del artículo 123 de esta Constitución, en los 
términos y con las modalidades que establezca la Ley Federal 
del Trabajo conforme a las características propias de un traba-
jo especial, de manera que concuerden con la autonomía, la 
libertad de cátedra e investigación y los fines de las institucio-
nes a que esta fracción se refiere;

VIII. 	 El Congreso de la Unión, con el fin de unificar y coordinar la 
educación en toda la República, expedirá las leyes necesarias, 
destinadas a distribuir la función social educativa entre la Fe-
deración, las entidades federativas y los Municipios, a fijar las 
aportaciones económicas correspondientes a ese servicio pú-
blico y a señalar las sanciones aplicables a los funcionarios que 
no cumplan o no hagan cumplir las disposiciones relativas, lo 
mismo que a todos aquellos que las infrinjan;

IX. 	 Para contribuir al cumplimiento de los objetivos de este ar-
tículo, se crea el Sistema Nacional de Mejora Continua de la 
Educación, que será coordinado por un organismo público 
descentralizado, con autonomía técnica, operativa, presupues-
taria, de decisión y de gestión, con personalidad jurídica y pa-
trimonio propios, no sectorizado, al que le corresponderá:
a) 	 Realizar estudios, investigaciones especializadas y eva-

luaciones diagnósticas, formativas e integrales del Siste-
ma Educativo Nacional;

b) 	 Determinar indicadores de resultados de la mejora con-
tinua de la educación;
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c) 	 Establecer los criterios que deben cumplir las instancias 
evaluadoras para los procesos valorativos, cualitativos, con-
tinuos y formativos de la mejora continua de la educación;

d) 	 Emitir lineamientos relacionados con el desarrollo del 
magisterio, el desempeño escolar, los resultados de apren-
dizaje; así como de la mejora de las escuelas, organización 
y profesionalización de la gestión escolar;

e) 	 Proponer mecanismos de coordinación entre las autorida-
des educativas federal y de las entidades federativas para la 
atención de las necesidades de las personas en la materia;

f) 	 Sugerir elementos que contribuyan a la mejora de los ob-
jetivos de la educación inicial, de los planes y programas 
de estudio de educación básica y media superior, así como 
para la educación inclusiva y de adultos, y

g) 	 Generar y difundir información que contribuya a la mejo-
ra continua del Sistema Educativo Nacional.

La ley establecerá las reglas para la organización y funcionamiento del 
organismo para la mejora continua de la educación, el cual regirá sus activi-
dades con apego a los principios de independencia, transparencia, objetivi-
dad, pertinencia, diversidad e inclusión. Definirá también los mecanismos y 
acciones necesarios que le permitan una eficaz colaboración y coordinación 
con las autoridades educativas federal y locales para el cumplimiento de sus 
respectivas funciones.

El organismo contará con una Junta Directiva, un Consejo Técnico de 
Educación y un Consejo Ciudadano.

La Junta Directiva será la responsable de la conducción, planeación, 
programación, organización y coordinación de los trabajos del organismo al 
que se refiere este artículo. Se integrará por cinco personas que durarán en 
su encargo siete años en forma escalonada y serán nombradas por la Cámara 
de Senadores, con el voto de las dos terceras partes de sus integrantes. El Pre-
sidente de la Junta Directiva será nombrado por sus integrantes y presidirá el 
Consejo Técnico de Educación.

El Consejo Técnico de Educación asesorará a la Junta Directiva en los tér-
minos que determine la ley, estará integrado por siete personas que durarán 
en el encargo cinco años en forma escalonada. Serán nombradas por la Cáma-
ra de Senadores, con el voto de las dos terceras partes de sus integrantes. 
En su composición se procurará la diversidad y representación de los tipos 
y modalidades educativos, así como la paridad de género. En caso de falta 
absoluta de alguno de sus integrantes, la persona sustituta será nombrada 
para concluir el periodo respectivo.
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Las personas que integren la Junta Directiva y el Consejo Técnico de Edu-
cación, deberán ser especialistas en investigación, política educativa, temas 
pedagógicos o tener experiencia docente en cualquier tipo o modalidad edu-
cativa; además acreditar el grado académico de su especialidad y experien-
cia, no haber sido dirigente de algún partido político o candidato a ocupar 
un cargo de elección popular en los cuatro años anteriores a la designación 
y cumplir con los requisitos que establezca la ley. Sólo podrán ser removidos 
por causa grave en los términos del Título Cuarto de esta Constitución.

El organismo al que se refiere esta fracción, contará con un Consejo 
Ciudadano honorífico, integrado por representantes de los sectores involu-
crados en materia educativa. La ley determinará las atribuciones, organiza-
ción y funcionamiento de dicho Consejo, y

X. 	 La obligatoriedad de la educación superior corresponde al Es-
tado. Las autoridades federal y locales establecerán políticas 
para fomentar la inclusión, permanencia y continuidad, en 
términos que la ley señale. Asimismo, proporcionarán medios 
de acceso a este tipo educativo para las personas que cumplan 
con los requisitos dispuestos por las instituciones públicas.

4 La mujer y el hombre son iguales ante la ley. Ésta protegerá la organiza-
ción y el desarrollo de la familia.
Toda persona tiene derecho a decidir de manera libre, responsable e in-

formada sobre el número y el espaciamiento de sus hijos.
Toda persona tiene derecho a la alimentación nutritiva, suficiente y de 

calidad. El Estado lo garantizará.
Toda Persona tiene derecho a la protección de la salud. La Ley definirá 

las bases y modalidades para el acceso a los servicios de salud y establecerá 
la concurrencia de la Federación y las entidades federativas en materia de 
salubridad general, conforme a lo que dispone la fracción XVI del artículo 
73 de esta Constitución. La Ley definirá un sistema de salud para el bienestar, 
con el fin de garantizar la extensión progresiva, cuantitativa y cualitativa de 
los servicios de salud para la atención integral y gratuita de las personas que 
no cuenten con seguridad social.

Toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano para su desa-
rrollo y bienestar. El Estado garantizará el respeto a este derecho. El daño y 
deterioro ambiental generará responsabilidad para quien lo provoque en tér-
minos de lo dispuesto por la ley.

Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua 
para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y ase-
quible. El Estado garantizará este derecho y la ley definirá las bases, apoyos y mo-
dalidades para el acceso y uso equitativo y sustentable de los recursos hídricos, 

•	 Igualdad del hombre y la mujer
•	 Derecho a la alimentación
•	 Derecho a los servicios de 

salud integral y gratuita
•	 Derecho al medio ambiente 

sano
•	 Derecho al agua
•	 Derecho a la vivienda
•	 Derechos de los niños
•	 Interés superior del niño
•	 Derecho a la cultura física y 

deporte
•	 Expedición gratuita de acta de 

nacimiento
•	 Derecho a la movilidad y 

seguridad vial
•	 Políticas públicas en materia 

de juventud
1, 18, 27 F XX, pfo. 2o., 73 
Fs. XVI, XXV, XXIX-G, XXIX-J, 
XXIX-Ñ, XXIX-P
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estableciendo la participación de la Federación, las entidades federativas y 
los municipios, así como la participación de la ciudadanía para la consecu-
ción de dichos fines.

Toda familia tiene derecho a disfrutar de vivienda digna y decorosa. La Ley 
establecerá los instrumentos y apoyos necesarios a fin de alcanzar tal objetivo.

Toda persona tiene derecho a la identidad y a ser registrado de manera 
inmediata a su nacimiento. El Estado garantizará el cumplimiento de estos 
derechos. La autoridad competente expedirá gratuitamente la primera copia 
certificada del acta de registro de nacimiento.

En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá 
con el principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera ple-
na sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus 
necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su 
desarrollo integral. Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, segui-
miento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez.

Los ascendientes, tutores y custodios tienen la obligación de preservar 
y exigir el cumplimiento de estos derechos y principios.

El Estado otorgará facilidades a los particulares para que coadyuven al 
cumplimiento de los derechos de la niñez.

Toda persona tiene derecho al acceso a la cultura y al disfrute de los bie-
nes y servicios que presta el Estado en la materia, así como el ejercicio de sus 
derechos culturales. El Estado promoverá los medios para la difusión y desarro-
llo de la cultura, atendiendo a la diversidad cultural en todas sus manifestacio-
nes y expresiones con pleno respeto a la libertad creativa. La ley establecerá los 
mecanismos para el acceso y participación a cualquier manifestación cultural.

Toda persona tiene derecho a la cultura física y a la práctica del depor-
te. Corresponde al Estado su promoción, fomento y estímulo conforme a las 
leyes en la materia.

El Estado garantizará la entrega de un apoyo económico a las personas 
que tengan discapacidad permanente en los términos que fije la Ley. Para 
recibir esta prestación tendrán prioridad las y los menores de dieciocho años, 
las y los indígenas y las y los afromexicanos hasta la edad de sesenta y cuatro 
años y las personas que se encuentren en condición de pobreza.

Las personas mayores de sesenta y ocho años tienen derecho a recibir 
por parte del Estado una pensión no contributiva en los términos que fije la 
Ley. En el caso de las y los indígenas y las y los afromexicanos esta prestación 
se otorgará a partir de los sesenta y cinco años de edad.

El Estado establecerá un sistema de becas para las y los estudiantes de 
todos los niveles escolares del sistema de educación pública, con prioridad 
a las y los pertenecientes a las familias que se encuentren en condición de 
pobreza, para garantizar con equidad el derecho a la educación.
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Toda persona tiene derecho a la movilidad en condiciones de seguridad 
vial, accesibilidad, eficiencia, sostenibilidad, calidad, inclusión e igualdad.

El Estado promoverá el desarrollo integral de las personas jóvenes, a 
través de políticas públicas con enfoque multidisciplinario, que propicien su 
inclusión en el ámbito político, social, económico y cultural del país. La Ley 
establecerá la concurrencia de la Federación, entidades federativas, Municipios 
y demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, para esos efectos.

5 A ninguna persona podrá impedirse que se dedique a la profesión, 
industria, comercio o trabajo que le acomode, siendo lícitos. El ejerci-

cio de esta libertad sólo podrá vedarse por determinación judicial, cuando se 
ataquen los derechos de tercero, o por resolución gubernativa, dictada en los 
términos que marque la ley, cuando se ofendan los derechos de la sociedad. Na-
die puede ser privado del producto de su trabajo, sino por resolución judicial.

La ley determinará en cada entidad federativa, cuáles son las profesio-
nes que necesitan título para su ejercicio, las condiciones que deban llenarse 
para obtenerlo y las autoridades que han de expedirlo.

Nadie podrá ser obligado a prestar trabajos personales sin la justa retri-
bución y sin su pleno consentimiento, salvo el trabajo impuesto como pena 
por la autoridad judicial, el cual se ajustará a lo dispuesto en las fracciones I y 
II del artículo 123.

En cuanto a los servicios públicos, sólo podrán ser obligatorios, en los 
términos que establezcan las leyes respectivas, el de las armas y los jurados, así 
como el desempeño de los cargos concejiles y los de elección popular, directa 
o indirecta. Las funciones electorales y censales tendrán carácter obligatorio y 
gratuito, pero serán retribuidas aquéllas que se realicen profesionalmente en 
los términos de esta Constitución y las leyes correspondientes. Los servicios 
profesionales de índole social serán obligatorios y retribuidos en los térmi-
nos de la ley y con las excepciones que ésta señale.

El Estado no puede permitir que se lleve a efecto ningún contrato, pac-
to o convenio que tenga por objeto el menoscabo, la pérdida o el irrevocable 
sacrificio de la libertad de la persona por cualquier causa.

Tampoco puede admitirse convenio en que la persona pacte su pros-
cripción o destierro, o en que renuncie temporal o permanentemente a ejer-
cer determinada profesión, industria o comercio.

El contrato de trabajo sólo obligará a prestar el servicio convenido por 
el tiempo que fije la ley, sin poder exceder de un año en perjuicio del trabaja-
dor, y no podrá extenderse, en ningún caso, a la renuncia, pérdida o menosca-
bo de cualquiera de los derechos políticos o civiles.

La falta de cumplimiento de dicho contrato, por lo que respecta al tra-
bajador, sólo obligará a éste a la correspondiente responsabilidad civil, sin 
que en ningún caso pueda hacerse coacción sobre su persona.

•	 Libertad de trabajo
•	 Destierro
•	 Derechos políticos-civiles
•	 Profesiones que requieren 

título
1, 3, 32 pfo. 5o., 41 pfo. 2o. F III, 
73 Fs. XI y XXV, 123 Fs. I, II, 127, 
130
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6 La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición 
judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, la 

vida privada o los derechos de terceros, provoque algún delito, o perturbe el 
orden público; el derecho de réplica será ejercido en los términos dispuestos 
por la ley. El derecho a la información será garantizado por el Estado.

Toda persona tiene derecho al libre acceso a información plural y opor-
tuna, así como a buscar, recibir y difundir información e ideas de toda índole 
por cualquier medio de expresión.

El Estado garantizará el derecho de acceso a las tecnologías de la infor-
mación y comunicación, así como a los servicios de radiodifusión y teleco-
municaciones, incluido el de banda ancha e internet. Para tales efectos, el 
Estado establecerá condiciones de competencia efectiva en la prestación de 
dichos servicios.

Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo se observará lo siguiente:
A. Para el ejercicio del derecho de acceso a la información, la Federación 

y las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, se 
regirán por los siguientes principios y bases:

I. 	 Toda la información en posesión de cualquier autoridad, enti-
dad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y 
Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos 
y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o 
sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de 
autoridad en el ámbito federal, estatal y municipal, es pública 
y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de inte-
rés público y seguridad nacional, en los términos que fijen las 
leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el 
principio de máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán 
documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, 
competencias o funciones, la ley determinará los supuestos es-
pecíficos bajo los cuales procederá la declaración de inexisten-
cia de la información;

II. 	 La información que se refiere a la vida privada y los datos perso-
nales será protegida en los términos y con las excepciones que 
fijen las leyes;

III. 	 Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o jus-
tificar su utilización, tendrá acceso gratuito a la información 
pública, a sus datos personales o a la rectificación de éstos;

IV. 	 Se establecerán mecanismos de acceso a la información y proce-
dimientos de revisión expeditos que se sustanciarán ante los or-
ganismos autónomos especializados e imparciales que establece 
esta Constitución;

•	 Libertad de pensamiento
•	 Derecho de acceso a la 

información
•	 Protección de datos 

personales
•	 Libertad de expresión
•	 Derecho de réplica
•	 Radiodifusión y 

telecomunicaciones
•	 Comisión Federal de 

Competencia Económica
•	 Instituto Federal de 

Telecomunicaciones
•	 Rendición de cuentas
•	 Manejo de información 

considerada reservada o 
confidencial

•	 Organismo autónomo garante 
en materia de transparencia

•	 Acceso a la información 
pública y protección de datos 
personales
1, 3, 16 pfo. 2o., 26 B, 61, 
73 Fs. XXIX-O, XXIX-S, XXIX-T, 
76 F XII, 89 F XIX, 95 Fs. I-VI, 
105 Fs. I inciso l) y II) inciso h), 
108 pfo. 3o., 110 pfos. 1o. 
y 20o., 111 pfos. 1o. y 5o., 
116 F VIII, 122 Apartado C 
Base Primera F V inciso a)
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V. 	 Los sujetos obligados deberán preservar sus documentos en 
archivos administrativos actualizados y publicarán, a través de 
los medios electrónicos disponibles, la información completa 
y actualizada sobre el ejercicio de los recursos públicos y los 
indicadores que permitan rendir cuenta del cumplimiento de 
sus objetivos y de los resultados obtenidos;

VI. 	 Las leyes determinarán la manera en que los sujetos obligados 
deberán hacer pública la información relativa a los recursos 
públicos que entreguen a personas físicas o morales;

VII. 	 La inobservancia a las disposiciones en materia de acceso a la 
información pública será sancionada en los términos que dis-
pongan las leyes;

VIII. 	 La Federación contará con un organismo autónomo, especia-
lizado, imparcial, colegiado, con personalidad jurídica y pa-
trimonio propio, con plena autonomía técnica, de gestión, 
capacidad para decidir sobre el ejercicio de su presupuesto y 
determinar su organización interna, responsable de garantizar 
el cumplimiento del derecho de acceso a la información públi-
ca y a la protección de datos personales en posesión de los suje-
tos obligados en los términos que establezca la ley.

El organismo autónomo previsto en esta fracción, se regirá por la ley 
en materia de transparencia y acceso a la información pública y protección 
de datos personales en posesión de sujetos obligados, en los términos que 
establezca la ley general que emita el Congreso de la Unión para establecer 
las bases, principios generales y procedimientos del ejercicio de este derecho.

En su funcionamiento se regirá por los principios de certeza, legalidad, 
independencia, imparcialidad, eficacia, objetividad, profesionalismo, trans-
parencia y máxima publicidad.

El organismo garante tiene competencia para conocer de los asuntos re-
lacionados con el acceso a la información pública y la protección de datos 
personales de cualquier autoridad, entidad, órgano u organismo que forme 
parte de alguno de los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, órganos autó-
nomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cual-
quier persona física, moral o sindicatos que reciba y ejerza recursos públicos 
o realice actos de autoridad en el ámbito federal; con excepción de aquellos 
asuntos jurisdiccionales que correspondan a la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, en cuyo caso resolverá un comité integrado por tres ministros. 
También conocerá de los recursos que interpongan los particulares respecto 
de las resoluciones de los organismos autónomos especializados de las enti-
dades federativas que determinen la reserva, confidencialidad, inexistencia o 
negativa de la información, en los términos que establezca la ley.
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El organismo garante federal, de oficio o a petición fundada del organis-
mo garante equivalente de las entidades federativas, podrá conocer de los recur-
sos de revisión que por su interés y trascendencia así lo ameriten.

La ley establecerá aquella información que se considere reservada o confi-
dencial.

Las resoluciones del organismo garante son vinculatorias, definitivas e in-
atacables para los sujetos obligados. El Consejero Jurídico del Gobierno podrá 
interponer recurso de revisión ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación en 
los términos que establezca la ley, sólo en el caso que dichas resoluciones pue-
dan poner en peligro la seguridad nacional conforme a la ley de la materia.

El organismo garante se integra por siete comisionados. Para su nombra-
miento, la Cámara de Senadores, previa realización de una amplia consulta a 
la sociedad, a propuesta de los grupos parlamentarios, con el voto de las dos 
terceras partes de los miembros presentes, nombrará al comisionado que deba 
cubrir la vacante, siguiendo el proceso establecido en la ley. El nombramiento 
podrá ser objetado por el Presidente de la República en un plazo de diez días 
hábiles. Si el Presidente de la República no objetara el nombramiento dentro 
de dicho plazo, ocupará el cargo de comisionado la persona nombrada por el 
Senado de la República.

En caso de que el Presidente de la República objetara el nombramiento, la 
Cámara de Senadores nombrará una nueva propuesta, en los términos del párra-
fo anterior, pero con una votación de las tres quintas partes de los miembros pre-
sentes. Si este segundo nombramiento fuera objetado, la Cámara de Senadores, 
en los términos del párrafo anterior, con la votación de las tres quintas partes de 
los miembros presentes, designará al comisionado que ocupará la vacante.

Los comisionados durarán en su encargo siete años y deberán cumplir con 
los requisitos previstos en las fracciones I, II, IV, V y VI del artículo 95 de esta 
Constitución, no podrán tener otro empleo, cargo o comisión, con excepción 
de los no remunerados en instituciones docentes, científicas o de beneficencia, 
sólo podrán ser removidos de su cargo en los términos del Título Cuarto de esta 
Constitución y serán sujetos de juicio político.

En la conformación del organismo garante se procurará la equidad de género.
El comisionado presidente será designado por los propios comisionados, 

mediante voto secreto, por un periodo de tres años, con posibilidad de ser re-
electo por un periodo igual; estará obligado a rendir un informe anual ante el 
Senado, en la fecha y en los términos que disponga la ley.

El organismo garante tendrá un Consejo Consultivo, integrado por diez 
consejeros, que serán elegidos por el voto de las dos terceras partes de los miem-
bros presentes de la Cámara de Senadores. La ley determinará los procedimien-
tos a seguir para la presentación de las propuestas por la propia Cámara. Anual-
mente serán sustituidos los dos consejeros de mayor antigüedad en el cargo, 
salvo que fuesen propuestos y ratificados para un segundo periodo.
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La ley establecerá las medidas de apremio que podrá imponer el organis-
mo garante para asegurar el cumplimiento de sus decisiones.

Toda autoridad y servidor público estará obligado a coadyuvar con el or-
ganismo garante y sus integrantes para el buen desempeño de sus funciones.

El organismo garante coordinará sus acciones con la Auditoría Superior 
de la Federación, con la entidad especializada en materia de archivos y con el 
organismo encargado de regular la captación, procesamiento y publicación de 
la información estadística y geográfica, así como con los organismos garantes de 
las entidades federativas, con el objeto de fortalecer la rendición de cuentas del 
Estado Mexicano.

B. En materia de radiodifusión y telecomunicaciones:
I. 	 El Estado garantizará a la población su integración a la sociedad 

de la información y el conocimiento, mediante una política de 
inclusión digital universal con metas anuales y sexenales;

II. 	 Las telecomunicaciones son servicios públicos de interés general, 
por lo que el Estado garantizará que sean prestados en condicio-
nes de competencia, calidad, pluralidad, cobertura universal, in-
terconexión, convergencia, continuidad, acceso libre y sin inje-
rencias arbitrarias;

III. 	 La radiodifusión es un servicio público de interés general, por 
lo que el Estado garantizará que sea prestado en condiciones de 
competencia y calidad y brinde los beneficios de la cultura a toda 
la población, preservando la pluralidad y la veracidad de la infor-
mación, así como el fomento de los valores de la identidad nacio-
nal, contribuyendo a los fines establecidos en el artículo 3o. de 
esta Constitución;

IV. 	 Se prohíbe la transmisión de publicidad o propaganda presen-
tada como información periodística o noticiosa; se establecerán 
las condiciones que deben regir los contenidos y la contratación 
de los servicios para su transmisión al público, incluidas aquellas 
relativas a la responsabilidad de los concesionarios respecto de 
la información transmitida por cuenta de terceros, sin afectar la 
libertad de expresión y de difusión;

V. 	 La ley establecerá un organismo público descentralizado con au-
tonomía técnica, operativa, de decisión y de gestión, que tendrá 
por objeto proveer el servicio de radiodifusión sin fines de lucro, 
a efecto de asegurar el acceso al mayor número de personas en 
cada una de las entidades de la Federación, a contenidos que pro-
muevan la integración nacional, la formación educativa, cultu-
ral y cívica, la igualdad entre mujeres y hombres, la difusión de 
información imparcial, objetiva, oportuna y veraz del acontecer 
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nacional e internacional, y dar espacio a las obras de produc-
ción independiente, así como a la expresión de la diversidad y 
pluralidad de ideas y opiniones que fortalezcan la vida demo-
crática de la sociedad.

El organismo público contará con un Consejo Ciudadano con el obje-
to de asegurar su independencia y una política editorial imparcial y objetiva. 
Será integrado por nueve consejeros honorarios que serán elegidos mediante 
una amplia consulta pública por el voto de dos terceras partes de los miem-
bros presentes de la Cámara de Senadores o, en sus recesos, de la Comisión 
Permanente. Los consejeros desempeñarán su encargo en forma escalonada, 
por lo que anualmente serán sustituidos los dos de mayor antigüedad en el 
cargo, salvo que fuesen ratificados por el Senado para un segundo periodo.

El Presidente del organismo público será designado, a propuesta del 
Ejecutivo Federal, con el voto de dos terceras partes de los miembros presen-
tes de la Cámara de Senadores o, en sus recesos, de la Comisión Permanente; 
durará en su encargo cinco años, podrá ser designado para un nuevo periodo 
por una sola vez, y sólo podrá ser removido por el Senado mediante la misma 
mayoría.

El Presidente del organismo presentará anualmente a los Poderes Eje-
cutivo y Legislativo de la Unión un informe de actividades; al efecto com-
parecerá ante las Cámaras del Congreso en los términos que dispongan las 
leyes.

VI. 	 La ley establecerá los derechos de los usuarios de telecomuni-
caciones, de las audiencias, así como los mecanismos para su 
protección.

7 Es inviolable la libertad de difundir opiniones, información e ideas, a 
través de cualquier medio. No se puede restringir este derecho por vías 

o medios indirectos, tales como el abuso de controles oficiales o particulares, 
de papel para periódicos, de frecuencias radioeléctricas o de enseres y apa-
ratos usados en la difusión de información o por cualesquiera otros medios 
y tecnologías de la información y comunicación encaminados a impedir la 
transmisión y circulación de ideas y opiniones.

Ninguna ley ni autoridad puede establecer la previa censura, ni coar-
tar la libertad de difusión, que no tiene más límites que los previstos en el 
primer párrafo del artículo 6o. de esta Constitución. En ningún caso podrán 
secuestrarse los bienes utilizados para la difusión de información, opiniones 
e ideas, como instrumento del delito.

•	 Libertad de prensa
1, 6
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8 Los funcionarios y empleados públicos respetarán el ejercicio del de-
recho de petición, siempre que ésta se formule por escrito, de manera 

pacífica y respetuosa; pero en materia política sólo podrán hacer uso de ese 
derecho los ciudadanos de la República.

A toda petición deberá recaer un acuerdo escrito de la autoridad a quien 
se haya dirigido, la cual tiene obligación de hacerlo conocer en breve térmi-
no al peticionario.

9 No se podrá coartar el derecho de asociarse o reunirse pacíficamente 
con cualquier objeto lícito; pero solamente los ciudadanos de la Re-

pública podrán hacerlo para tomar parte en los asuntos políticos del país. 
Ninguna reunión armada, tiene derecho de deliberar.

No se considerará ilegal, y no podrá ser disuelta una asamblea o reu-
nión que tenga por objeto hacer una petición o presentar una protesta por 
algún acto, a una autoridad, si no se profieren injurias contra ésta, ni se hi-
ciere uso de violencias o amenazas para intimidarla u obligarla a resolver en 
el sentido que se desee.

10 Los habitantes de los Estados Unidos Mexicanos tienen derecho a 
poseer armas en su domicilio, para su seguridad y legítima defen-

sa, con excepción de las prohibidas por la Ley Federal y de las reservadas para 
el uso exclusivo de la Fuerza Armada permanente y los cuerpos de reserva. La 
ley federal determinará los casos, condiciones, requisitos y lugares en que se 
podrá autorizar a los habitantes la portación de armas.

11 Toda persona tiene derecho para entrar en la República, salir de ella, 
viajar por su territorio y mudar de residencia, sin necesidad de car-

ta de seguridad, pasaporte, salvoconducto u otros requisitos semejantes. El 
ejercicio de este derecho estará subordinado a las facultades de la autoridad 
judicial, en los casos de responsabilidad criminal o civil, y a las de la autori-
dad administrativa, por lo que toca a las limitaciones que impongan las leyes 
sobre emigración, inmigración y salubridad general de la República, o sobre 
extranjeros perniciosos residentes en el país.

Toda persona tiene derecho a buscar y recibir asilo. El reconoci-
miento de la condición de refugiado y el otorgamiento de asilo político, se 
realizarán de conformidad con los tratados internacionales. La ley regulará 
sus procedencias y excepciones.

12 En los Estados Unidos Mexicanos no se concederán títulos de noble-
za, ni prerrogativas y honores hereditarios, ni se dará efecto alguno 

a los otorgados por cualquier otro país.

•	 Derecho de petición
1, 34, 35

•	 Derecho de asociación
1, 41 pfo. 2o. Fs. I, II

•	 Derecho de posesión y 
portación de armas
1, 73 Fs. XIV, XV

•	 Libertad de tránsito / Asilo / 
Refugio humanitario
1, 42, 43, 73 F XVI

•	 Prohibición de títulos 
nobiliarios
1, 37 Apartado C, Fs. I, IV
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13 Nadie puede ser juzgado por leyes privativas ni por tribunales es-
peciales. Ninguna persona o corporación puede tener fuero, ni go-

zar más emolumentos que los que sean compensación de servicios públicos 
y estén fijados por la ley. Subsiste el fuero de guerra para los delitos y faltas 
contra la disciplina militar; pero los tribunales militares en ningún caso y 
por ningún motivo podrán extender su jurisdicción sobre personas que no 
pertenezcan al Ejército. Cuando en un delito o falta del orden militar estu-
viese complicado un paisano, conocerá del caso la autoridad civil que corres-
ponda.

14 A ninguna ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona 
alguna.

Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, pose-
siones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previa-
mente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del 
procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho.

En los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por 
simple analogía, y aún por mayoría de razón, pena alguna que no esté decre-
tada por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata.

En los juicios del orden civil, la sentencia definitiva deberá ser con-
forme a la letra o a la interpretación jurídica de la ley, y a falta de ésta se fun-
dará en los principios generales del derecho.

15 No se autoriza la celebración de tratados para la extradición de reos 
políticos, ni para la de aquellos delincuentes del orden común que 

hayan tenido en el país donde cometieron el delito, la condición de esclavos; 
ni de convenios o tratados en virtud de los que se alteren los derechos huma-
nos reconocidos por esta Constitución y en los tratados internacionales de 
los que el Estado Mexicano sea parte.

16 Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, pa-
peles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la 

autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimien-
to. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se 
establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos 
en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo 
previsto en este párrafo.

Toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales, 
al acceso, rectificación y cancelación de los mismos, así como a manifestar su 

•	 Tribunales especiales
1, 14, 17, 70-72, 127

•	 Irretroactividad de las leyes
•	 Garantía de audiencia
•	 Garantías de seguridad jurídica
1, 17-23, 73 F XXI, 107 F III incisos 
a) y c)

•	 Prohibición de extraditar reos 
políticos
1, 18 pfo. 7o., 73 F XVI, 133

•	 Principio de legalidad de actos 
de molestia

•	 Mandamiento escrito por 
autoridad competente 

•	 Orden de aprehensión
•	 Flagrancia
•	 Registro de detenciones
•	 Orden de cateo
•	 Inviolabilidad de 

comunicaciones privadas
•	 Juicios orales
•	 Visitas domiciliarias
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oposición, en los términos que fije la ley, la cual establecerá los supuestos de 
excepción a los principios que rijan el tratamiento de datos, por razones de se-
guridad nacional, disposiciones de orden público, seguridad y salud públicas 
o para proteger los derechos de terceros.

No podrá librarse orden de aprehensión sino por la autoridad ju-
dicial y sin que preceda denuncia o querella de un hecho que la ley señale 
como delito, sancionado con pena privativa de libertad y obren datos que es-
tablezcan que se ha cometido ese hecho y que exista la probabilidad de que el 
indiciado lo cometió o participó en su comisión.

La autoridad que ejecute una orden judicial de aprehensión, deberá 
poner al inculpado a disposición del juez, sin dilación alguna y bajo su más 
estricta responsabilidad. La contravención a lo anterior será sancionada por 
la ley penal.

Cualquier persona puede detener al indiciado en el momento en 
que esté cometiendo un delito o inmediatamente después de haberlo come-
tido, poniéndolo sin demora a disposición de la autoridad civil más cercana 
y ésta con la misma prontitud, a la del Ministerio Público. Existirá un registro 
inmediato de la detención.

Sólo en casos urgentes, cuando se trate de delito grave así calificado 
por la ley y ante el riesgo fundado de que el indiciado pueda sustraerse a la 
acción de la justicia, siempre y cuando no se pueda ocurrir ante la autoridad 
judicial por razón de la hora, lugar o circunstancia, el Ministerio Público po-
drá, bajo su responsabilidad, ordenar su detención, fundando y expresando 
los indicios que motiven su proceder.

En casos de urgencia o flagrancia, el juez que reciba la consignación 
del detenido deberá inmediatamente ratificar la detención o decretar la li-
bertad con las reservas de ley.

La autoridad judicial, a petición del Ministerio Público y tratándose 
de delitos de delincuencia organizada, podrá decretar el arraigo de una per-
sona, con las modalidades de lugar y tiempo que la ley señale, sin que pueda 
exceder de cuarenta días, siempre que sea necesario para el éxito de la inves-
tigación, la protección de personas o bienes jurídicos, o cuando exista riesgo 
fundado de que el inculpado se sustraiga a la acción de la justicia. Este plazo 
podrá prorrogarse, siempre y cuando el Ministerio Público acredite que subsis-
ten las causas que le dieron origen. En todo caso, la duración total del arraigo 
no podrá exceder los ochenta días.

Por delincuencia organizada se entiende una organización de he-
cho de tres o más personas, para cometer delitos en forma permanente o rei-
terada, en los términos de la ley de la materia.

•	 Inviolabilidad de 
correspondencia

•	 Protección de datos personales
•	 Ratificación de la detención
•	 Arraigo
•	 Delincuencia organizada
•	 Jueces de control
1, 6, 13, 17, 19-21, 73 F XXIX-O, 
102 apartado A, 107 F V inciso a) 
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Ningún indiciado podrá ser retenido por el Ministerio Público por 
más de cuarenta y ocho horas, plazo en que deberá ordenarse su libertad o 
ponérsele a disposición de la autoridad judicial; este plazo podrá duplicarse 
en aquellos casos que la ley prevea como delincuencia organizada. Todo abu-
so a lo anteriormente dispuesto será sancionado por la ley penal.

En toda orden de cateo, que sólo la autoridad judicial podrá expe-
dir, a solicitud del Ministerio Público, se expresará el lugar que ha de inspec-
cionarse, la persona o personas que hayan de aprehenderse y los objetos que 
se buscan, a lo que únicamente debe limitarse la diligencia, levantándose al 
concluirla, un acta circunstanciada, en presencia de dos testigos propuestos 
por el ocupante del lugar cateado o en su ausencia o negativa, por la autori-
dad que practique la diligencia.

Las comunicaciones privadas son inviolables. La ley sancionará 
penalmente cualquier acto que atente contra la libertad y privacía de las 
mismas, excepto cuando sean aportadas de forma voluntaria por alguno de 
los particulares que participen en ellas. El juez valorará el alcance de éstas, 
siempre y cuando contengan información relacionada con la comisión de un 
delito. En ningún caso se admitirán comunicaciones que violen el deber de 
confidencialidad que establezca la ley.

Exclusivamente la autoridad judicial federal, a petición de la auto-
ridad federal que faculte la ley o del titular del Ministerio Público de la enti-
dad federativa correspondiente, podrá autorizar la intervención de cualquier 
comunicación privada. Para ello, la autoridad competente deberá fundar y 
motivar las causas legales de la solicitud, expresando además, el tipo de inter-
vención, los sujetos de la misma y su duración. La autoridad judicial federal 
no podrá otorgar estas autorizaciones cuando se trate de materias de carácter 
electoral, fiscal, mercantil, civil, laboral o administrativo, ni en el caso de las 
comunicaciones del detenido con su defensor.

Los Poderes Judiciales contarán con jueces de control que resolve-
rán, en forma inmediata, y por cualquier medio, las solicitudes de medidas 
cautelares, providencias precautorias y técnicas de investigación de la 
autoridad, que requieran control judicial, garantizando los derechos de 
los indiciados y de las víctimas u ofendidos. Deberá existir un registro fe-
haciente de todas las comunicaciones entre jueces y Ministerio Público y 
demás autoridades competentes.

Las intervenciones autorizadas se ajustarán a los requisitos y lími-
tes previstos en las leyes. Los resultados de las intervenciones que no cum-
plan con éstos, carecerán de todo valor probatorio.

La autoridad administrativa podrá practicar visitas domiciliarias úni-
camente para cerciorarse de que se han cumplido los reglamentos sanitarios 
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y de policía; y exigir la exhibición de los libros y papeles indispensables para 
comprobar que se han acatado las disposiciones fiscales, sujetándose en estos 
casos, a las leyes respectivas y a las formalidades prescritas para los cateos.

La correspondencia que bajo cubierta circule por las estafetas estará 
libre de todo registro, y su violación será penada por la ley.

En tiempo de paz ningún miembro del Ejército podrá alojarse en casa 
particular contra la voluntad del dueño, ni imponer prestación alguna. En tiem-
po de guerra los militares podrán exigir alojamiento, bagajes, alimentos y otras 
prestaciones, en los términos que establezca la ley marcial correspondiente.

17 Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni ejercer vio-
lencia para reclamar su derecho.
Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribu-

nales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen 
las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. 
Su servicio será gratuito, quedando, en consecuencia, prohibidas las costas ju-
diciales.

Siempre que no se afecte la igualdad entre las partes, el debido pro-
ceso u otros derechos en los juicios o procedimientos seguidos en forma de 
juicio, las autoridades deberán privilegiar la solución del conflicto sobre los 
formalismos procedimentales.

El Congreso de la Unión expedirá las leyes que regulen las acciones 
colectivas. Tales leyes determinarán las materias de aplicación, los procedi-
mientos judiciales y los mecanismos de reparación del daño. Los jueces fede-
rales conocerán de forma exclusiva sobre estos procedimientos y mecanismos.

Las leyes preverán mecanismos alternativos de solución de contro-
versias. En la materia penal regularán su aplicación, asegurarán la reparación 
del daño y establecerán los casos en los que se requerirá supervisión judicial.

Las sentencias que pongan fin a los procedimientos orales deberán 
ser explicadas en audiencia pública previa citación de las partes.

Las leyes federales y locales establecerán los medios necesarios para 
que se garantice la independencia de los tribunales y la plena ejecución de sus 
resoluciones.

La Federación y las entidades federativas garantizarán la existencia 
de un servicio de defensoría pública de calidad para la población y asegurarán 
las condiciones para un servicio profesional de carrera para los defensores. Las 
percepciones de los defensores no podrán ser inferiores a las que correspon-
dan a los agentes del Ministerio Público.

Nadie puede ser aprisionado por deudas de carácter puramente civil.

•	 Justicia pronta, completa, 
imparcial y gratuita

•	 Acciones colectivas
•	 Mecanismos alternos de 

solución de controversias
•	 Independencia judicial
•	 Defensoría pública 

1, 14, 16, 18, 73 Fs. XXI, XXII, 
104, 116 pfo. 2o. F III
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